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UNA INTRODUCCIÓN NECESARIA

E¡t¡e los obj etivos del proceso de la integración subregional andi¡a,
ñgru¿n la armonización de las políticas económicas y sociales, asi como
la aproximación de las legislaciones nacionales en las mate as
pefinentes. Dentro de esas mate¡ias consideradas de interés pa¡a los
países de la Comunidad, seencuentra la relativa a la protección de los
bienes que conforman la Propiedad lndustrial, razón por la cual la
Comisión de la Comunidad A¡dina, dictó un régimen común destinado
a su protección. Fn ene regimen. que forma pane del ordenamiento
juridicode la Comuridad Andina . se conrempla. entre orras mateoas.
lo relativo a laprotección a las marcas y otros signos distintivos-

rAnículo 
32 delTratado dc Creación del T.ibunal de Justic¡a de la Comunidad Andina.
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Este ordenjuridico comunitario alpasar a forma¡parte del derecho

intemo de los Paises Miembros, indefectiblemente va aseraplicado
por infinidad de jueces nacionales. En virtud de ello se hace

imprescindible que la lacultad de interpretar dicho o¡denamiento sea

atribuida a un solo órgano, pues la interpretación aislada por cada Juez

Nacional inevitablemente acareaía su ineñcacia y produciría efectos

cont¡arios a los perseguidos por ios Estados Miembros, ya que en

lugar de tener un derecho de aplicación uniforme en el territorio de la

Comunidad se pueden tener tantos derechoscomo Paises Miembros
(Andueza. 1985: 98). En efecto,la armonización legrslativa no sólo
supone ia regulación en un texto único de las mate¡iasque se hayan

estimado convenientes para el logro de )os objetivos previstos, sino
que comprende además, su aplicación uniforme. Esta unifo¡midad
:ignifica que el ordcnamiento junJrco comunrlano tenga vigencra

simultánea en elterrito¡io de todos los Paises Miembros, e iglalmente,
que sea interpr€tado de manera L¡nifoÍne, toda vez que, dejaria de

tene¡ sentido un texto nomativo amonizado¡ de la regulación de una

materia detemi¡ada, si cada uno de losjueces nacionales de los Paises

donde corresponda ap licarse le confiere su propio sentido o alcance.

En virtud de lo anterior, resulta fundamentalque la competencia
interpretativa s€a ataibuida en exclusiva aun ente caracterizado por sL¡

imparcialidad, autonomia e independenciade Ios Paises Miembros,
cuyo inte¡ésno seaotro que el procurar e I bienestar de laComunidad
de Estados- La concentración de la interpreiación del Derecho

Comunitario en un solo ó¡gano, constituye u¡ garante de ia consecución

de los finesperceguidos, puesesde esperarse que elsnte supr¿¡acional
inte¡pretc las normas respectivas ateniéndose a su debido sentido,
teniendo como punto inmcdiato de referencia los intereses de la
comunidad y no Ios inte¡eses aislados dc los Paiscs Miembros.

En laComunidad Andina, desde laentradaen vigencia del Tr¿tado

dc Creación del Tribunal de J ustic ia del Acuerdo de Cartagena del28
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de mayo de I 979, la tarea de interpretar uniformemente del Derecho
Comunitario conesponde en exclusiva al Tribunal de Justicia de la
Comunidad Andina, mediante el procedimiento de Consulta de

Interpretación Prejudicial. De manera que, la Interpretación Prejudicial
es elmedio através del cual elOrgano Jurisdiccional A¡dino determina
el sentido y alcance del Ordenamiento Jwidico de la Comunidad A¡dina
conel objeto de procu¡ar su aplicación uniforme en eltenitorio de los
PaísesMiembros.

El estudio del procedimiento de consulta de lnterpretación hej udicial
Andi¡4 pe¡mite hace¡ una se¡ie de señalamientos de i¡terés en el ámbito
de la aplicación unifo¡me de las normas andinas sobre Propiedad
Industrial, especialmente si se tiene en cumta que dcl estudio exhaustivo

de la labor interpretativa realizada por el Tribunal de Justicia de la
comunidad Andina, desde su inicio, a mediados de 1987, hasta la
presente fecha, se evidencia que la mayoria de las consultas de

inte¡pretación p¡ejudicial ha¡ versado sobre los artículos que consagmn

las causales de denegación de marcas, lo cual ha dado lugar a la creación
de ma doctrinajurispmdencial que reprcsenta un importante apofe al

de¡echo de marcas. Veamos.

I. CONSAGRA.CIÓN DE LA COMPETENCIA
DE INTERPRETACIÓN PREJUDICIAL

EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO DE LA
COMUNIDAD ANDINA

La competencra dc lnlerpreuc ión PreJ udicidl del Órgano J uri.dJcc ronal

de la Comunidad Andirn s€ consagro primigeniamente en la Sección Tercem

del Capítulo Itr, articulo 28 del Tmtado de Creación del Tíbmal de Jpsticia
del Acuerdo de Caftagena de I 979. Actualrnente, dicha competencia esá
plasmada en la Sección Tercera del Capítulo m, artículo 32 del Tr¿tado de

C¡eación del T¡ibunal de Justicia de la Comu¡idad Andina o Tratado de
Cochabamba, cuando se disponeque:



"Art._32.-Co¡responderá al T bunal inte¡pretar por via
prejudicial las normas que conforman el ordeDtmiento ju¡ídico
dela ComL¡nidad Andina, con elfin de asegu¡ar su apiicación
unifonneen eltenitorio de los Países Miemb¡os."

Dicha facultad i¡terpretatjva del Tribunal la reglamentó la Comisión
del Acuerdo de Cartagena, hoy, Comisión de la Comunidad A¡<lina,
cüandoenvistade la propuesta l4l de laJunta, hoy, Secretaria
Generalde la Comunidad Andina, dictó la Decisión 184. contentiva
del Estatuto dl-l Tribunal de Justicia del Acuerdo de Cartagena. En ese
texto, de los ai-(iculos 6 I al 64, se establecen tanto los requ isitos que
debe reunir la soltcitud dc consu)ia, como los pasos ytérminos que
han de cumplirse una vcz que la mismaha sido formulada.

Rtn.r AluAL PRoprEDÁD INrELEclatrL l6l

2. IMPORTANCIA Y FINES

Su importancia ha srdo destacada en innume¡ables interpretaciones
prejudiciales emanadas de1 órganojurisdiccional de la Comunidad
Ardina en las que se le hacalificado de:

"1.-.) n ed-r an;uLr del proccsoluridrco comunrtano y l:r vic
mas 5oconlJa de ac.e"o ¡l Tr¡bun¿l Andtno. habiéndola
re\e5trdu el legrsl.rdor.u¡ranaeional de ca-aclel\ricds
e5pecl¡li5¡md\ ¡corlie5 con su funcron exclust!amenl(
declarativa delDerecho Comunita¡io, con el fin de asegurar la
aplicación uniforme de éste en el teritorio de los-paises
\4lembros. ) confiardola a un cucrpo colegrado cupranacional
rnregrado por . rnco l\4agi.lrados con diletóle narrbnalrd¿d de
ongc'r" rJuri\fn.dmcra del I nLu¿l de Justici¿ de laComumclad
Andina. 1998:V.34).

Su valo¡ sc consagra también en el preámbulo del Tratado de
Creación del Tribunal del 28 de mayo de 1979, alpuntuaiizar quc 1a

estabilidad delAcuerdode Cartagena y de los derechos yobligaciones
que c1 mismo implica dependen de la creación de un órgano

I
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jurisdiccional - que entre otras atribuciones - interyrete unifomemente
el Derecho Comunitario.-

Como anteriormente se indicó, todo proceso de integración
presupone la existencia de una normativa común a ser aplicada en los
países que han inspirado su creación, dado que es conveniente pam el
logro de los obj etivos previstos el establecimiento de un marcojuridico
único. A su vez,laeficacia de ese marcojuridico solamente puede ser
garantizada a través de la existencia de unmecanismo pormedio del
cual se garantice su aplicación uniforme, pues de lo contrario su
existencia dej a¡ia de tener sentido alproducirse la disgregación en su
i¡terpretación.

De allí quepueda concluirse que la lntery)retación Prejudicialdel
T¡ibu¡ral A¡di¡o tiene una doble finalidad. Bn prime¡ térmlno, ga¡antiza¡
la uniformidad en la interpretación del Derecho de la I]rteg.ación por
pa¡te de losjueces nacio¡ales de los paises Andinos, conllevando ala
aplicación uniforme y coherente de las normas que Io conforman. En
segu¡do término, servi¡ de insfumento de coopemción enhe los órganos
juúsdiccionales de losEstados Miembros, quienes ante lanecesidad
de aplicar las normas comunitarias deben elevar la consulta ante la
instancia supranacional a la que le ha sido conferida tal facultadr .

'''SLCL.IRO¡Jeq-el.esubr|d¿roclA.uerdóúe.eEeró\ t.i",derc, os\ obtiJ".,ons
quc oe el \e Jír,"n oeben \c v.,¿cu¡d"d". po¡ u 

-o 
^j . iu.r.dr(ron; dp ;á\ ¿ ro

ni!el..ldependEnredrlo:!'obrcno\Jelr.pir $Vp;b'o,\dc o oL.o,ü,uno.det
Acue du dc r an¿genó (ún -dp.-rdd'l ü( dcct¡,d . dfl(ho loru . ¿. ,. 

";,r,, a,
corr¡over'ia\que\u'j¿n.nc.nrhñóei-rcm¡cr"l"rnrlormcmc re {(rceroOfic,¿tJe
l"Re¡ibltradcve "/.(..No t.ó?,' L\lldórdrnaau. I ocno\reñbr¿]L 9?,,
l¿,;. M"rd ". .ir,¡,ccl"l-rr-¡er'.ro, t.r-.(, Ih¡ce"f.

c\rdberimicnrodei.C,,acron.c,nJ,rq,ccipctr",. ouc.ompon, ete,Lbtc-rmnni!
dc un o,de1 tu dtro,n,eru.a.cnrcde....rn,. nrica¡ o..,i ¿.^.or ".r.c¡nt,.nr¿\or Badó rn "rDcrccno llr-r"cronJ dún'ir p...,o..pne,re, d o.denrru...cz¡ru ra'crdl.¡ec.benIr.?reL¡c.o..di.l¡ld )t,{c..o_ptrrd.ro-..Jr\.dcnre.en.o.P" e.Mrcmbro\..dr¡ c.dcder,,'-¡.¿n-ru,,1.¡ .crirdo\ nct d"dd;tosmEm".
(tao8..l
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3. EL PROCEDIMIENTO DE CONST]I,TA
DE INTERPRETACIÓN PRXJUDICIAI,

Como ya se indicó,la consulta prejudicial se t¡amita ante elTribunal
de Justicia de la Comunidad A¡dina po¡ ser el órgano al cual se 1e ha
conferido ia facultad de intelpretar con carácter exciusivo el
ordenamiento.jurídico andino conforme con Jo previsto en La Sección
Telce¡a del Capítulo lll delTratado de Cochabamba intitulado..De la
lnteryretación Prqudicial" del anículo 32 al36.

Por su parte, en cl Estatuto delTribunalde Justicia delAcuc¡do de
Cafagena - Decisión 18,1 de la Comisión - de los anículos 6l al 64- se
regldmenlr..r con\ulld prejudicrai al e.tablecer los reqursirosquedebe
reunir y los pasos a seguirse una vez que ha sido recibida. A tenorde lo
dispuesto en el Artículo 6 t delEsratuto, la solicitud víaprejudicialdebera
contene¡:

"a)I lnombreotnsranciadeljuezotribunalnacronal;
b )La reldcrón de Ia5 normas óel ordenamientoluridico cuya
interp¡etación se rcquiere;
c)La idenrific¡cidn Je Ia cau.a que origrne la solrcirud v un
rnlome.ucinlo de lo, hechos que el solicrrdnlc consi¿ere
¡e Ievan¡es para la interpretación;¡srcvixrL(s Jrara ¡a lnremrelacron v
d)El lugar y drreccLón en que ei juez o tribunal recibi¡á la
notif icación conespondiente."

Una vezque ha sido recibida la solicitud, según elanículo 62 del
refe¡ido ¡exto normativo, el Secretario delTribunai la sella y deja
consta¡cia en ella de la fecha de presentación, pará luego remiiirla;l
Presidente para su consideración por el Tribuná.

ElTribunal, almomento de recibir laconsulta de lnterpretación
Prejudicial. venficasicumple con los requerimientos estable;idos en el
aftícuio 6l del Estatuto. De ser así, la admite y procede a su
conside¡ación.
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Pa¡¿ absolver la consulta, de acüerdo con el artículo 63 del Estatuto,
elTribunaltiene unTérmino de treinta (30) dias - siguientes al de la
recepción de la solicitud -. El pronunciamiento prejudicial del Tribmal
puede tener lugar con el voto de cuaffo Magist¡ados, siernpre y cuando
el quinto se encuentrejustificadlmente impedidode asistir alacto de
deliberación finalpara emitirla . En este sentido, debe destaca¡se la
necesidad de reformula¡ el término e¡ el cual el Tribunal debe absolve¡
la co¡sulta de Interpretación Prejudicial, por dos mzones, a saber En
primer lugar, elTribunal además de pronunciarse sobre las Consultas
de Interpretación Prejudicial que se le formulan, debe conocer las
acciones de incumplimiento, denulidadylas restantes mate¡ias que,
conforme con elTratado de C¡eación del Tribunalde Justiciade la
Comunidad Andi¡a, son de su competenci4 raán por la cual el término
de feinta dias es demasiado corto. En segündo lugar, el Tribüal Andino
no cumple con el término establecido en el Estatuto, motivoporel que
seestimaque su ampliación aumentaria las posibilidades decumplir
con el mismo. trayendo como consecuencra que se generara mayor
confianza de parte de los jueces nacionales. Claro está, para la
alnpliación del término de treinta dias deberá tene¡se en cuenta la
co¡veniencia de no dilatar el proceso intemo del País Miemb¡o.

La Interp¡etación del Tribunal, se sel)a y deposita en Secretaría una
vez que es firmada por su Presidente,los demás Magistrados y el
Secreta¡io. El Juez o Tribunal Nacional es notificado de la Interp¡etación
del T¡ibunal mediantecopia sellada y certificada, de acue¡do con el
articulo 64 del Estatuto del Tribunal.

a 
Anteriormeñte el ariculo ó3 del Estatuto dcl Tribunal dc Justicia del AcDerdo <le

C¿nagen¡eLablec!oueé*ed.b;".mir'rlnrcryrc'dcro¡Prcluorr¿l dcnLrodelremino
dc rcin."did..iB"icrr JdeL,ec(p.ió1dcLa.o.rcrrudcn,crónpL.ndna.Ap,opDerrd
dclTribunaly tomando en cuenla lanecesidadde haccrposible laabsolución de consultas
de inlerprctación con la p¡eseñcia de cualró Masisrrados, contribuyendo a agiliza¡ los
procedinientos, el rexlo dc dicho afículo tue sustinrido úedianre Decisión 394 del
mismo órg¡¡o supranacional. Para cllo, tucncccsaflo suritui¡ el ariculo 26 delEstatuto,
po¡elrexto siguienle "ElTriburalse¡rencia¡áen sesión plcraria, salvo lo dispuesto er el
articulo 63 de este eslatulo Asiñisno. conoceráy resolveráen sesión pl€na¡ia cua¡do
asi sc lo ex¡a exFresamente el presente Estatuto (Gaceta Oficial del Acuerdo de Cafiagena
No.2l5. de fecha ll dejulio de 199ó)
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I as deliberaciones delTribunal, confome con lo preceptuado en el
articulo 30 delEstatuto! son secretas y se mantend¡án con ise carácter_
En éstas, si bien pueden haber discrepancias de criterio, no podrán
exp¡esarse votos salvados niopiniones disidentes,lo que produce que
se demuestre con la Inte¡pretación del T¡ibunal la existencia cle un
cueryo colegiado con ut criterio sólido y unificado sobre un determinado
punto devista. Elque se pubiicaran lós votos salvados o en conhade
un Magistrado, iría eD contm de la unidad de criterio, pudjendo suceder
que opiniones salvadas fueran consideradas como deinás pesojurídico
que las otras, generiindose la pérdida de fuer¿a en la tnterpretación ael
T¡ibunal. Por otra parte, como señala Uribe Restrepo, los jueces
comunitarios dificilmentepodrían mantenerabsol_rta iniependÉnciay
escapar a presiones indebidas, de parte de los países y gobiernos
respectivos, que pudleran verse favorecidos o perludicado"s con los
falios(1993:142)

_ Una r e., queha.rdoemilldal¿ lnlerpretacion prcludrcialporel
I nbundt. es remlltda J ld qccrelaria Ceneml dc la Comunld¿d Andrna

con el objeto de que sea publicada en la Gaceta Oficial del Acuerdo
de Cartagena.

3.1. Caráctet facultatiro a obligatorio de la consultq deI n te rp rcta c i ótt P r ej u dicia I

La Coqsultd Facultotiva

La consull¿ de l¡teryrelacron pre.¡udrcrafserá facultativa cu¿ndo Ia
senlencta relali\ ¿ al proccso en cJestión sea su5ceplible de recursos
enderecho intemo. Este carácter facultativo sededucedel acápitedei
aficulo 33 delTratado de Cochabamba cüando se señalaque:

"An. JJ. Los Jueces nacionales que conozcan de un proceso
enelque 0eba aplrcdr\e o.e conlror rcna alguna de Ia. norma"
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qle confonnan el ordena¡nie¡tojuridico de la Comunidad Andi¡a
podrán solicitar, directamente, la interpretación del Tribunal
acerca de dichas normas, siempre que la sentencia sea
susceptible de recursos en derecho intemo[...]."

Enel mismo artículo seprevéqueen elcaso de queel Juezdecida
hacer la solicitud, si llega la opodunidad de dictar sentenciayÍo se ha
recibido la interpretación del Tribunal, debe decidir e I proceso. De
manera que elproceso intemo no se suspende ysi conforme con los
té¡minos o lapsos establecidos e¡ el derecho intemo debe emitirse
decisión, estará obligado a hacerlo sin que deba esperar que Ia consulta
sea absuelta por el Tribunal- En todo caso, nada impide que en una
instancia siguiente ésta pueda ser formulada nuevamente, con carácter

facultativo u obli gatorio.

De acuerdo con lo a¡rterior, si bien el Juez Nacio¡al no está obligado
a hacer laconsulta, dado el caso de que la formule y elTibunalemita
inte¡p¡etación, está en laobligación de acatarla, pues tiene que decidir
confome con el sentido y alcance que el órgano supraracional le haya
dado a la no¡ma o no¡mas, toda vez que si bien la solicitud no es

obligatoria, el contenido de la inte¡pretación del Tribunal sí es de

obligatorio cumplimiento.

Lo Consulta Obligdto a

La consulta es obligatoria sólo en aquéllos casos en los que la
sentencia delproceso intemo no sea susceptible de recu¡sos en derecho
intemo.

En el aparte único de] Artículo 29 del Tratado de Creación del
Tribunal de Justicia del Acugrdo de Ca¡tagena de 1979, se preveía la
co¡sulta obligatoria en los siguientes términos "Si la sentencia no fuere
susceptible de recürsos en derecho intemo, el juez suspenderá el
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p¡ocedimiento ysolicitará Ia inteprctación delTribunal, de oficio. en
todo caso. o a pctición de paftc si la cons id era procedente. "

I-a consulta, aligualque en la actualiüd, tenia el carácter oblis¿torio
en los cdso. e¡ los que er ¡.oeesn rnterno no luer¡ ru<ccprible de
recursos. Noobstante. elcolitenidode Ia parte lnal delarticulo i¡ducia
acquívocos cua¡do indicaba queproceclia ..de oficio, entodo caso, o
a petición de parte si Ia considera proccdente". En efecto. si se habia
previsto elcaráctc¡obligatorio dc la consulta no era posible que el
Juez Nacional cstuvicra lacultado para decidir si la solicitud de
interlretación de nonnas a petición de pane era procedcnteo no.

Hoy en día, la consulta obligatoria se consagra en télminos más
claros en el aparte únicodelartjculo J3 delT¡atado de Cochabambá
dondÉ:e Jc lJtd el ( o len do Je lt nu-md cu.1lentila cn el lr¿lailo de
1979, al indioarse que "En todos los procesos en Ios que la sentencia
no fuere susceptiblc de recu¡sos en derechointemo, el.juez suspenderá
el procedimiento y solicitará directamente de oñcio o a petición de
pafe la interyretación del Tribunal".

Lanomra es clara cua¡rdo obliga alJuez Nacionala requerirla,,en
todos los casos" en los que Íto haya recurso ultc¡ior, puesindica que
"'oli( il¿n ' en i.nper¿|\ o la con.ultJ dl JribLrnal A¡tlino. AJemá..
siunade las partes solicr¡a Ia interpretación el Juez N acion al deberá
asumir la obligación de requerirla al TribLrnal Andi¡o. En otros téminos
srgtuficl que io quc pudo h¡beFeconsldcr¿do como rr,ra sun¡le faculurd,
con la reforma del Tratado de Cochabamba se convierte en una
imposición para el Juez Nacional de acudir al Tribr¡nal si r.¡na rle las
partes se lo solicita, en elcntendido de que dentro delproceso interno
Jer'conlrovt(n¿r"o .ean cpJicable: norma. comun [lllid:.

En este caso, la consecuencia irunediata que produce la solicifud de
Inte¡pretación Prejudicial, a difercncia de cuando es facultativa. es

I
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que una vez formulada el Juez Nacional está en la obligación de
suspender el procedimiento ya que ésta tiene efecto sustr €nsivo. Ahora
bien, en cuanto respecta al contenido de la norma surgen dos
interrogantes: En prime¡ lügar, ¿Cuáles son los recusos a los que hace
referencia la norma? En segundo luga¡, determinado el tipo de ¡ecursos,
yen caso de ser obligatoria ¿En qué momento debe el JuezNacional
suspende¡ el procedimiento?

En relacióncon los recurcos en derecho intemo a los que alude la
no¡m4 el Tribünl se ha pronunciado en I¡terpretaciones Prejudiciales.
Entre otras, figura el caso en el que el órgano comunitario declaró que
la consulta fo¡muladapor el Consejo de Estado de la República de
Colombia tenía elcarácterde facultativa, una vez que obse¡vó que tal
ycomo se hacíaconstaren Ia misma, conforme con loprevisto en el
Código Contencioso Adminish-ativo Colombiano, con!-a las sentencias
dictadas por las secciones del Consejo de Estado prccedia¡ los recursos
extraordinarios de revisión, anulación o súplica, según el caso y dadas
las causales y demris requisitos fijados en la ley. En virtud de ello, estimó
que em claro que procedía el recu¡so de anulación denfo de la última
causal establecida en elmismo, conforme con elcual resultaba clara la
revisión de laaplicación de la norma comunitaria, no sucediendo lo
mismocon los recu$os de súplica o revisión, ya que conforme con los
mismos, ¡o cabria posibilidad de revisar la aplicaciónde las normas
comunitarias (Jurisprudencia del Tribunal de Justicta del Acue¡do de
Ca¡lagena 1994i L l03). De alli que se infiera que "los recursos en
derecho intemo" a los que alude el artículo 33 del Tratado de
Cochabamba, quehace¡ que laconsulta seapotestativa, son aquéllos
que permiten la revisión delfallo recu,rido en cuanto a la aplicación de
las normas comunitarias respectivas.

En cuanto al momento en el que debe suspenderse eiprocedimiento,
se obseruaque sise atiende literalmente altexto deiaparte único del
articulo 34 del Tratado de Cochabamba, el Juez Nacional debe
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paralizarlo y luego solicitar la inte¡p¡etación delTribunal A¡dino. En
este se¡tido, Anduez señala que una interp¡etación literal del Tratado
de 1979 no es congmente con la finalidad perseguida con la
Interpretación Prejudicid, pues lo que se busca con el promrnciamiento
delTribunalesqueel Juezalmomentodedecidirap)iqueelDerecho
Comunita¡io conforme con el sentido y alcance que el órgano
comunitario ha dado a la norma, razón por la cual conside¡a que la
suspensión debeproducirse cuando se llegue a la etapa de sentencia,
ya que si la interp.etación se plante¡¡a al Tribu¡al Andino al inicio del
mismo se impediria que se pamlizara el procedimie¡rto si el Juez Nacional
¡ecibiera la Inte¡pretación del T.ibunal antes de la etapa de la sentencia
(1986: 153, 154). En efecto, la suspensión del procedimienro en
momentos en los que la inte¡pretación de la norma por la instancia
jurisdiccional comunitaria no es útil, no representaría más que una
dilación injustificada del procedimiento (Pico M. 1990: 80).

3.2. La Legífimaciótt Pasíva y Activa

Legitimació Posíva: EI Tríbunal de Justicia de la Comunidad

Como se h¿ rndicado anteriornente, compete en exclusiva al T¡ibunal
deJusticiade la Comunidad Ardina, la interpretación uniforme del
ordenamiento jLridico del p¡oceso de la I¡tegración Subregional Andina.
Para exp licar esta situación, Andueza acude a la comparación enhe la
esft¡ch¡ajurídica del sistema comunitario andi¡o con el sis¡ema fedeml,
señala¡do que cuando en elTratado de Creación delTribunal de 1979
se dispuso que la interpretación del Derecho Comulitario no la hicier¿¡
los tribr¡naies nacionales de los PaisesMiembros, sepretendió recoger
un pincipio implícito en toda dist¡ibución federalde competencias,
pues las materias competencia de Ja federación las desarrollan los
órganos federales, mientras queaqrLéllas competenciade Ios Estados
Miembros las desanollan sus órganos! po¡loque las que conforme al
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Acuerdo están reservadas a la organización, deben serejecutadas e
interpretadas por sus órganos, en tanto que las exclusivas de los países

Miembros han de serejecutadas e interpretadas por los órganos de
esos paises, razón por la cualconcluye que cualquierpretensión que
aspire confiar a los órganos de los Paises Miembros la inte¡pretación
del Derecho Comunitario <significa desconocer las obligaciones
asun'id¿s en los convenios intemacionales e ignora¡ la estructur¿juridica
del Acuerdo de Cartagena" (1985: 86,87).

Pa¡tiendo de ese a¡álisis, la i¡terpretación del Ordenamiento Juridico
Comunita¡io Andino es y sólo puede ser materia exclusiva de la
organización supranacional "Comunidad Andina". Dicha actividad
únicamente ha de ser desanollada por su órganos, en este caso, el
órganojurisdiccional al que conforme al Tratado le ha sido af¡ibuida
exp¡esamente esa facultad. Esta disfibución de competencias no afecta
la cooperación entre los hibr¡nales nacio¡ales y el comuritario, t-aducida
en la responsabilidad recíproca de aplicar el Derecho Comunitario en
los términos prescritos por este último ypor los ordenamientos
nacionales en cuanto tengan relación di¡ecta con el De¡echo
Comunita¡io (Zelada C. 1985: 162).

Año III - N' 4! 5

La legitimac¡ón qctira: Los Jaeces Nacionales de los países
Miembros

La consulta de Inte¡pretación Prcjudicial corresponrle hacer)a a los
jueces nacionales de los Paises Miembros que conozcan de urr proceso
en elque deba aplicarse o se controviefa algunade las normas que
conforman el ordenamieúto juídico de la Comunjdad A¡dina. Esto
planteauna situación de especial interés I Los órganos de los países

Miemb¡os de la Comunidad Andina sin cualidad de órganosjuris-
diccionales no pueden tramitar consulta de Interpretación pr€judicial.

El Tribunal Andino ha sido enfático en este sentido. Como ejemplo,
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se puede citar el ProcesoNo l-93, en elque no se admitió lasoiicitud
de i¡terpretación del arriculo 98 de laDecisión 313 de la Comisión del
Acuerdo de Cafagena. En este caso, el Tribunal A¡dino remitió a
providencia emitida el 25 de abril de 1989, relariva a solicitud de
interpretación del articulo 34 del protocolo de euito acerca del
Prog¡¿ma de Libe¡¿ción de la ALAIC y senró que Ia legitimación pam
solicitar una i¡terpretaciónjuridica por ía prejudicial, estaba reconocida
únicamente a losjueces nacjonales de los Países Miembros en los casos
p¡evistos en el a¡tículo 29 del Tratado de Creación del Tribunal de
I979 , por lo que ninguna otra persona tenia facultad para promover
dicha interpretación y por ende, el Tribunal ca¡ecia de competencia
pam conoccr solic itudes de interpretación provenientes depersonas
distintas a iosjr.reces nacionales que estuvieran conociendo de unacausa
en Ia quc debia aplicarse el ordenamienioju¡idico de la Comunidad
Andi¡a, dado que la labor del Tribunal no estaba destinada simplemente
a abso lver consu ltas o a esclarece¡ el sentido de normas comrmitarias
de alcanc e general, sino a resolver controvers ias jurídicas concretas
sometidas a ladecisión de los Jueces Nacionales (Junsprudencia del
Tribunal de Justicia del Acuerdo de Cartagena. 1994: Ill. 173- 176 ).

En consecuencia, losjueces nacionales de los paises Miembros,
destinatarios de las no¡mas comunitarias, yportantojueces naturales
delDerecho de lahregración, sonqüienes han de impulsar la consulta
prjudiciala,llte elcnte supmnacional. Su cualidad de legitimados activos
también se desprende deicontcnido dclartículo 6l delEstatuto del
Tribunal, cuando dispone que la solicitud de interpretación ..[... 

] que
losjuccc.ombun:lesdrrijanal Iribt^rral-.. . deber¿ conr encr ..el nombrc
e instanci¡ dcl iucz o t¡rbunal nacron¡1 "

, Lquñalcn¡c ür $ conrc¡ido at anjcúto l2 det Tratado de Crcacrón dct Tribrnat dcJ- .,a. -, onI c..lA ll, LoJl-,..tñp..,tproo.,,"Jc, o.h"b-mólLr d.\.1o1,,!1t .d.'tr .','r'ird¿o tr ,jt. .J,,.n.,. n.r"j, " ¡ru,(orc rodc..'- .''dfln( |"-Dr,l di,. ' 
. . ..orcn,trt.r,J r J,..unroId-dtode.,-ruoa,'rlr.'J.Jr¡r-,o.l,ttrb.aJt.c.a-..r'.c.\".rulJoe

¡ rc . . ¡ . ...r " 1.. 'rJc .at,¡.,Ltoa8 ,.
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Ahora bien, concretamente en cuanto ¡especta a la materia de la
Propiedad Industrial, se tiene que es en las oñcinas nacionales
competentes de los Paises Miemb¡os donde tiene lugar elprocedimiento
administrativo en materia de Propiedad lndustrial y, enco¡secuencia
a éstas les conespo¡de aplicar el Derecho Comunitario en lamateria.
No obstante, debido al carácte¡ de órganos administrativos de las
mismas, el ordenamientoJu¡idico andino las ha excluido de la facultad
para valerse, en formadirecta, de la competencia interyretativa del
Tribunal, a pesar de que es en la instancia administratjva donde se
plantean elmayornúmero de procedimientos y posibles conflictos de
las nonnas comunita¡ias en mate¡ia de Propiedad Industrial.

Deacuerdo con lo anterior, en Venezuela el organismo enca¡gado
de hamitar las solicitudes de rcgistro de bienes protegibles porvia de
Propiedad I¡telectual, esto es, el Servicio Autónomo de la propiedad

lntelectual - SAPI -, no puede solicitar la inte¡pretación del
ordenamientojuridico de la Comunidad Andina, es decir, no puede
valerse en foma directa de la interpretación prejudicial delT¡ibu¡al de
Justicia de la Comunidad Andina. Tampoco es ¡rosible que el organismo
contra elcualse iecrmen las Resoluciones delRegisÍo de la Propiedad
I¡dustrial, t¡amite consultas an¡e el Tribunal Andino.

Enatenciónalo expuesto, seconsidera que la aplicación unifonne
delDerecho Comunitario Andino en instancia administrativ¿, pod¡ía
apoyarse en lautilización de la doctrinajurisprudencial que ha venido
desanollando el T¡ibunai Andino, através de sus interpretaciones
prejudiciales, esto es, que éste se constituya en el medio pa,"a garantizar
que los órganos de los Países Miembroq carcntes de legitimación activa
para acudi¡ante la instanciajurisdiccionaJ supranacional, apliquen
unifomemente las normas comr¡nitarias andinas en materja de Propiedad
Indusfial. En efecto, nada impide que dichos ó¡ga¡os acojan los c¡iterios
jurisprudenciales sentados por el órgano jurisdiccional supranacional
en sus intelpretaciones prejudiciales - no obstante regt éstas solamente



para elcaso sub-judice - aplicando los crite¡ios del Tribunal A¡dino en

sus respect \os acloso re5olucrones admrniStraliva5.

4. LA CONSULTA DE INTERPRETACIÓN
PREJUDICIAL EN MATERIA

DE PROPIEDAD INDUSTRIAL

Hasta elmomento, en la ComunidadAndina los paises que han
lormulado mayor cantidad de consultas ante elTribunal, han sido
Colombiay Ecuador. Estospaíses también tienen lacualidad de ser
los únicos que han hecho uso de la consulta prej udic ial obligatoria
(Bentata. 1997:41). Luego de éstos, Venezuela es el otro pais que ha
acudido ante el órganojurisdiccional andino a formular consulta de
Interpretación Prejudicial .

L¡ prime¡a Interpretación Prejudicial del Tribunal de Justicia de la
Comunidad Andina se genera en virtud de la consulta formulada por el
Consejo de Estado de la Repúblicade Colombia en¡elación co¡ los
artículos 58,62y 64de laDecisión 85 de la Comisión delAcuerdo de

Ca,-tagena. La importancia que los órganos jurisdiccionales colombianos
han atribuido a ladeterminación delsentido y alcancede las no¡mas
comunitarias andina, también ha quedado reflejada en sentencia la
Corte Suprema de Justicia Colombiana - anterior a la Corte
Constitucional Colombiana, creada con la Constitución de l96l - del
l' de septiembre de 198 8, que solicitó la interp¡etació¡ de algunos
a¡tículos contenidos e¡ la Decisión 85 de laComisión. atendida mediante

nEnsra AuuaL PRoptED,tD INrtrLLcrLAr. 1'/3

Laún,.rco .uh"de fnrrrprcr¿cron PrEudrc ¡l t.muLdapor\ ene^el¡h"rdo l¿queL"d"dóongen"l¿l r.T,crd.ron No.2¿ lP q8 dep¿1edc.JulsJdoTe,ce,óJrPnm.;rd
I¡starcia en lo Civil. Merca¡til y dcl T!ánsito de la Circunscripción Judicial del área
Mdropolilanade Caracas, de los ¿rticulos 26,5il y 56 de lá Decisión 351 de la Coúisión
del Acu€do dc Cafa8e¡a, publicadaen Gaceia Oncial del Actrerdo de Ca¡tagenaNo.394
de l5 dc dicicmbrcdc 1998

t
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Interpretación Prejudicial No.2-lP-88, respecto de laqueexpresó su
aceptación al carácter obligatorio de 1a Inte¡lretación de parte del
Tribu¡al de Justicia conforme a lo dispuesto en el aficulo I I del Tmtado
de C¡eación del T¡ibunal de 1979 (Ba.reto R.1997: I 86).

En su mayoría, las solicitudes de Interpretación Prejudicial
colombianas estár relacionadas con la determinación del sentido y
alcance de las nomas comu¡itarias reguladoras del régimen de
prolección de Io..igno. dr.trnrrr o' en la Comunid¿d ADdina. t\ras
esencialúente provienen delConsejo de Estado de 1a República de
Colombia, organismo de carácterjurisdiccional que como señala
Chahi¡ Lúcano:

( [...]más directamente, abundante y significativá ha enhado
en relación con el orden¿unientojurídico a¡ldi¡o, en sus diferentes
niveles y cst¡uch.¡ms. [... ]
Tan activa participacjón en este proceso ha d eterminado que
hoy en dia pueda habla¡se, merced a la elaboración hecha en
todos estos años por el Consejo de Estado, de la existenciaen
Colombia deunas líneas jurisprudenciales úuy decantadas
sobre el derecho comunitario andino y pafticula¡mente respecto
de las relaciones enhe el ordenamientoj uridico nacional y aquel,
que han tentdo comñ puDto de panida. como e. natur.rl,
primordralmente. l¡. norma. que!.ittnenres al derecho
comuniurio y a la integración económic4 la Corutitución Política
de Colombra ha r enrdo tncoqrorando c 5u le\lo desde el año
de 1968"( 1997: 107, 108 ).

Son realmente nümerosos los casos de solicifudcs de Inte¡pretación
Prejudicial Fesentadas de pane delConsejo de Esrado de laRepública
de Colombia, situación que evidentemente debe redrurda¡ en el desa¡rollo
de una doctrinajurisprude¡cial notable en ese país, dada la obligatoriedad
de las I¡te¡pretacioncs emitidas por el Tribunal A¡di¡o de Justicia.

Ecuador seubicacomo elsegundopaís de la Comunidad Andina
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que ha solicitado interpretaciones prejudiciales del T¡ibunal, aunque
en r¡n número no compamble con las solicitudes del Consejo de Estado
de laRepúblicade Colombia. La supremacía y obligatoriedad de las
no¡mas del derecho de la integración sobre las no¡mas intemas de
Ecuador, quedaplasmada en los artículos 3 y 20 de laConstitució¡
Ecuatoriana. En el artículo 3, segrin expresa Velázquez Baquerizo,
reco¡oce:

.,[...]que Ia integr¿ción iberoamericana es elsisrema eficaz oara
alcanzar el desanollo- por (anlo Ecuador podrá formar'con
uno o má\ Fsrados asociaciones Dara Ia Dromoción v defensa
de Ios inlere.6 n¿c¡onales y comunihrios. io que es la via juridico
consrirucional para panicipar en el esquema ¿" i"t"giii."
¿ndrna',, mrenras cue el aniculo 20 r1...I fiia como saranría
consrirucional para lbs indivrduos suleüsá lá iurisdiciiondel
Lslado ecuaroriano, el ljbre v efica} eiercicó v poce de los
derechosciviles. polirrcos. ec¡nómrco(. socralei iculnuales
enunci¿dos en Ias declaraciones. pactos. cónvenlos e
rnsrumenros rnremacionale¡ vigente5 [...]"Í lqgT: l9 l.l 92).

En Ecuador, los actos adminisnativos emanados de las auto¡idades
nacionales competentes en mate¡ia de Propiedad Intelectual, pueden
ser impugnados por los interesados ante los Tribunales Distritales de lo
Contencioso Administrativo que correspondan, lo que obliga al Juez
Nacional ecuatoriano a acudú ante el Tribunal Andino para que
interprete las normas comunitarias aplicables al caso. En este sentido,
puede obseNarse que, entre otos, han fo¡mulado consultas ante el
Tribunal deJusticia, elTribunal de lo Contencioso Administrativo,
Disaito de Quito y el Tribunal Dist¡ital de lo Contencioso Administrativo
No 3 de Cuenca, pues los mismos, en tanto que revestidos del carácte¡
de órganosjurisdiccionales, tienen legitimación activa para acudir ante
la instanciajurisdiccional supranacional, conforme ya se ha expuesto.

La revisión de la Jurisprudencia ema¡ada del Tribmal de Justicia de
la Comunidad A¡dina, permite observar que una parte considerable
de las consultas de lnterpretación Prejudicial solicitadas antedicho
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órganojurisdiccional están ¡eferidas a las no¡mas ¡elativas a protección

de los bienes de laPropicdad Industrial, especiaimente, las referidas

marcas y otros signos distintivos. Esto ha gene¡ado una doctrina
junsprudencial quereprcsenta un impofiante apo¡te alDerecho de la

Propiedad Industrial.

Co¡cretamente en materia de marcas, la mayoria de las
interpretaciones p¡ejudiciales están ¡elacionadas con las causales qe

denegación con.agradas en Ios dt-(iculos E2 ) 8l de ld Decrs.ón J44 .

En éstas, se ha compilado Doctrina Andina - de los Paises de la
Comunidad- y foránea de importancia. Del estudio de las Gacetas
Oficiales delAcuerdo de Cartagena, se puede concluirqüe la doctrina
jurisprudencial desanollada en eJlas, permite acla¡¿¡ consider¿bles dudas

que se presentan en cuanto a la interpretación de dichas no¡mas,

favorecie¡do su interpretación uniforme. Entre los aspectos que se han
ma¡ejado de manempu¡hral y exhaustiva en el Tribunal Andino figuran

los siguientes:

- Las condiciones de perceptibilidad, distintividad y
suscepf ibilidad de representación gráfi ca.

- La genericidad y descriptividad desde el punto de vista
marcario: Se manejan aspectos como la /d/io /egis de ambas
prohibiciones, el carácter exclus¡vamente genérico o
descnptivo como condición indispensable para que el acceso

al registro sea denega(p, y el análisis en "concreto" y no en
"absl¡acto", entre otros_ .

* 
Co¡ anleriori¡lad. las nomassobrc causáles dedenesación conrenrdas cn las Dccisio¡es

85. ll I v I ll lobre Proo(dad lndusridl- 
lnne oüd. lnrercr(.dcion prei_Jic xt \o. J tp.o:. ,CO\cI]} | R \DOs ] JUCOS

DF FR¡tTA:s tl Tl t-tRUTl S.a,",cr.eu o.trül di Acucrdo dr C"n"se d \o. l 8q
de recha -5 de scD(rcmbt( !r laa<r. lnrflo¡er-ión Prcr-Jr,idl \o l2JP 46.
-MaRGAR¡¡\ALÍCLLISIVA TC.-cr¿O",;l Je A-ucrJu JeC¿rdPclc\o.265de
iech" lb de m¿\o oe l'lo-r. lntcrurcld. or Prr'rorcul r(¿l'vr ¿L p¡occ'o rnlcmu
rel¿.ion¿docon L"olc,tu,id¿ ianoiSl LlAPLAIA \ lu¡ nfrudenci. del Tribundl ür
Jurrc ¿ dc t¿ Conü. d"o Anorn- lqJ lV .2olr, ln(crp,. kción Prqudnül rel"rva "l
ñroce.o,nLem",eld.,oncdo con l. \oli, '-d der.eno rOItRlA" (Jur'.pruJenci" dd
'¡nhunddrl-d.cddelA!uc!doaeC"tu-e.J,aoT.li.'.1ó,il...crpr.¡iónP'ei-dii"l
,el¿r,v".l b¡o-eso rnr.mo,.l¿c onado cñn ld .ol 

'tuJ 
del rano -OPTIPA\- ( Cd-c.ó

Oficüldel Acuodo d( C¡raeenJ \o. 18" d< '..ha .5 dr .epriembre de lqa5) r
rnleú,ek-ron Ptc Ldi( alNo r0 lPao._KP!AFTLa 4t I t \TIc { MAYO\E5A_
(L"cer¿ Ofi crl Jel A. usdo de C"naBcr" \" loo. dc fq. l " )Á dc cnero de lao6)
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- Las condicionesque debe reunirun signo tridimeqpional o
consistente en un colorpara su registro como marca
- Los prcsupuestos pam que un signo sea considerado engañoso I

Se manejan aspectos c omola ratio leg¡s delaprohibición, la
necesrdad de que el an;lisis sea en "concreto y no en
"abslracto . entre otros.
-Elriesgodeconfi.uión: Seanaliz¡ loscriteiospamdetermina¡
la posibilidad de conñuión entre signos, enhebienes, así como
los principales casos de confusión enhe sig¡o5 y los c¡iterios
generalmente aceptados para lacomparación '.
- El carácter no absoluto de la prohibición de registro de los
paÍo¡ímicos como marca.

Porúltimo. teniendo en cuenta ia inexistenciade c¡iterios r-mificados
-en elcaso de Venezuela, pore.jemplo -en materiade prohibición de
signos noto.ios en cuanto a los d) y e) de la Decisión 344-, debe
destaca¡se lajurisprudencia existente en esa materia. El Tribünal,
aunque enunprincipio asimjló la marca notoria al hecho notorio -ha

i 
Intcrtretación PrcjudrcialNo 2l -lP-98. Gacek Oficial del Acueldo de Cárragena No.

l19 de fech¡ 2l de odubrcdc 1998. relarildalp¡occso inremo relacionadocon la solicitud
del sisno tridimcnsonal .UN-ACACHA DE NIACHETE y Ut{A DENOMTNACIóN y
COLORES". Cdb€ destacarque ésra es h únicalnrerprración prcj!dic¡alque en.etacjón
con loslileralesb)yc) delaDccÉró¡ l44hd tc¡ido lugd en el Tribunat dc Jurr ¡a de 1¿

Intctp.eración Prcjudicral No I5l P-98, (cLEN SINlON' (cacera Ofici¿t det Acue.do
deCaÍagenaNo,122,defechaI0dcnúzodc1999),Intery.ctaclónP¡ejúdiciatNo.3l
IP-9 8. (GLICOLI X' (Caccr¡ Oñ.ial del Acucrdo de Caíasena No I32, de techa I 5 dc
marzo de 1 999), inrerp¡e¡ación Preludic,al sisno (MISTf,R B ENZ' (Jurispnrdencia dst
JnbuD ¡1 dc lLrtn i¡ del Acuc¡do dc Car¡rena. l994rl 159,160)_ 

Enreofas.lnterp¡etac,ó¡ Pre¡udicial No 9,IP 94. PALMA FRIT/ P^LMITA"
rcglslrado -. PALIUITO' /,'LEFRIT', ree(rrado (Cacda Oñciat dcl 

^cu€¡do 
de

C¡ragena No. 1,19 de lccha l7 dc jhio dc 1998)i Inre¡pr€racjón prcrud'ciat 2-rp-94.
-\Ol l -' l'r'r'tr'rJcr( 

" oc. lrb'r' dl a l-. r..¿ o.l A, Lc.do d! r -r;"r1r'oo¿ t

L 5.1) i In¡cry rclac ión Pre]ldicial No. 2 IP 99, OPRAZOLE/ORAzOLE lcace¡a Oncial
del Acne¡¡lo dc Caillgcna No ,155, dc fccha 2 de julio dc 1999). e lnr¿'prclación
P¡cJrdrci¡lNo.2l I¡-98. Caccta OÍc i¡l del Acuúdo dc C¡rrsena No. 398, de techa 22
¡c drc icmb rc dc I 99 E ). S UP ¡t R SAC ITANUAS (M ixta)/SUpE RSAC (dcnominari!a)
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sentado la diferencia entre la marca notoria y el hecho notorio, e

igualnente ha establecido los criterios relacionados con la prueba de la
notoúedad

5. CONSECUENCIAS AL INCUMPLIMIENTO
DE FORMULAR LA CONSULTA

OBLIGATORIA

En los casos en los que la consulta es obligatoria y el Juez Nacional
no cumple con su obligación de formularla, puede proceder en contra
del Pais Miembro, cuya omisión ha sido generada por el órgano
jwisdiccional, una acción de hcumplimiento. Tal acció¡, conforme con
el texto del Tr¿tado de Creación del Tribunal de I 979, solamente podia
ser promovida por la Secreta¡ia General de la Comunidad Andina o
por uno de los Paises Miembros. El particular afectado en sus legitimos
derechos o intereses, confome con esetexto, no podía acudir ante el
Tribunalde Justicia de la Comunidad Andina para ejercer laacción de

incumplimiento, po¡ carecer de legitimidad activa para ello, por lo que
sólo Iequedaba laposibilidadde acudirante la Secreta¡ía Gene¡aly
comunicar el incumplimiento, caso en elcualesta instancia promovía
una acción de incumplimiento conforrne con el p¡ocedimiento
previainente establecido, esto es, el mntemplado en la Sección Segund4
Capitulo III, de los afículos 23 al27 delTratado de C¡eación del
Tribunal primigenio. Otra de las vías que tendria el particular sería la
de acudir ante los tribu¡ales nacionales competentes confome con las
prescripciones de derecho intemo, pues el que un Juez Nacional
incumpliera con las obligaciones impuestas en clTratado constituiria
violación de su afículo 4, de conformidad con lo previsto en el artículo
27 del mismo texto normativo.

'' l:núc.ú". ,nLc,nrcLJcione. .,e -dtr,-lc\ ño. 28JP-9o 8-ll-98 v 2l-lP-9(,
publtdo¿srnúrcca"Or¡ i¿i(.ddl qi-fl Joocrar¿/erd "lo.' lq rlqy t\4,delri\..
2ó dr endo, I I de r-!o ] L 1 de iu io de looc.,rlrivr\ ¿ o" .isno' CIIL/CIIL,
HI:RMrS/HIRMFS r CONFECaIONI:S BAf At afKA,'\r'ODKA BAI Al AIKA
rc.Dccu\"mcnrci lnrcmicrlc¡on PrciudrcrJ. BEt\[l rON BEi\F ITO\ rJ-n.Drudcncb
Jc-Trbun¿lJr u{.c;drl¡corund"dAnJ n¡ loa lV 128,,lnlemrekc,onl,.iuJi. d'
Nó \n-lf o-j\rlA\l tLlfA,4\l4l\OLlT4 Lr,¿,"rdnfi."ldelA!rc dode¡ ;"Ée "No.132, de fecha 30 de ma¡zo de 1998).
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Esta situación semodifica con la entrada en vigencia del Tratado
de Cochabamba; segrin ese instrumento, ademÁ de la Secretaría
General de la Comunidad A¡dina o los paises Miembros, pasan a ser
legitimados activos los particula¡es. Claro estjá, sólo podrá ier ejercida
po¡ las personas naturaies oju¡idicas afectadas en sus derechoiporel
incumplimiento de un Pais Miembro, en cuyo caso debeftin sujetarse
al procedimiento establecido en el artículo 24 del Tratado. confo¡me
con lo prcvt5to en elar1iculo 25. Asimtsmo. elpa¡hcular afectado. nene
la po.ibilidaJde acudrranlc los I nbr,nales naiionalescompelmte¡, de
confomidadcon lo dispuesto en elarrículo 31, siempre queno háya
ejercido la acción prevista en el articulo 25 del Tr¿tado _ ante el Tribunal
Andino - por lamisnacausa o motivo, es decir, no porJrán ejercerse
ambas simul&ineamente. Vale decir, que esta constituye Lura modificación
de notable ¡r¿scendencta. pue5 era inaceptable que quien resultaba ser
el dte,jr¿do directo cn \us inlerese\ legillmos. no pudtera eJerctrar
accron algun¿ dllte los organos comunttanos.

EI prceden¡p: ¿eclaranifl de irrcumplirniehto de la R¿pública
de Ecua.lor

Aún (udndo \e tral¿bd de una obligacron conrenlda en Lrn¿ norma
nnman¿ o fundamental dc Derecho Comunltario, no se habia senlddo
precedente en cuanto a que se dictaminam el i¡cumplimiento de algún
Pais Miembropor la omisión en que incurie¡a un JuezNacionaide
hacer la remisión prej udicial cuando estaba obligado a ello. Noes sino
el l7 de dicicntbrc de 1948. cuando l¿ Secreraria de l¿ Comunidacl
{ndrna emite Dtclamen . En efeito. e.le Organtsmo comunitario
mediante la Resolución l7l, dictaminó incumpümiento porpartc de la
Repriblicade Ecuador, a través delaeuinta Salade ia iorte Superior
de Guayaquil, de los Artículos ,10 y 4l delAcuerdo de Cartagena y de



180

los Articulos 5,28,29,30 y3l del Tratado deCreación delTribunal
de Justicia del Acuerdo de Cartagena. El referido Dictamen 5l -98 de

17 de diciembre de 1998, se basa en que los ¡ecursos a los que alude

el articulo 29 del Tratado que crea elTribunal, son los recursos de1

derecho intemo de los Países Miemb¡os. excluidos los recursos

extraordinarios, por lo que si la sentencia no fuere susceptible de

recusos en derecho intemo, el Juez debe suspender el procedimiento

y solicitar la interp¡etación del T¡ibunal"de oflcio, en todo caso, o a

petición de parte si la considera procedente", ya que los recursos

ext¡aordina¡ios solo admiten plant€amieÍtos ju¡ídicos referidos

exclusivamente al ordenamientojurídico intemo y que en el caso de

Ecuadot la Ley de Casación en su artículo 2" establece taxativamente

las providencias judiciales cont¡a las cl¡ales cabe dicho recurso

extraordinario, los que en esencia conesponden a circunstancias de

derecho intemo, conforme con lo cualdebía deducirse que el recruso

de casación es un recu¡so extraordinario, y en consecuencia, si la

decisrón de la Quinta Sala de Ia Cone de Gua) aqurl no era.uscepttble

de recursos diferentes al exhaordinario, la Interp¡etación Prejudicial

del Tribrnai de Justicia resultabaobligaioria.

Por otra parte, que según el afticulo 13 de Ia Ley de Casación

Ecuatoiana durante el trámite de ese rccurso no se puede solicitarni
ordenar la práctica de ninguna prueba, ni aceptarse i¡cidente alguno,

de lo que se desprende que por seruna sentenciano recurrible, e¡ el

caso de que u¡ade laspartes solicitara la interpretación del Tribunal
de Justicia de la Comunidad Andina, la Corte Suprema de Justicia

Ecuatodana no estaría facultada legalmente para abrir el incidente y
solicitar inte¡pretación del Tribunal, menos aún suspender la caL¡sa.

Concluye,que la solicitud de interpretación en la segrmda instancia
judicial resulta obligatoria, como también obligatorio acoger el

pronunciamiento del Tribunal, pues siendo ia Casación un recurso

exhao¡dinario yno de instaDcia, su t¡ámitc no pemite la apertura de

incidentes. El que la Quinta Salade laCo¡fe Superiorde Guayaqui)
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manifestara que la nonnatividad dcl ordenan]iento juridico del Acuerdo
de C an.rgcna no con,tll u\ c Ltn tmpel al t\ o 5t no quc s!l nrecepto e<

opcronal u(.f\rdli\u. dJria rgar al ircumplintenro dc la. no-ma.
emanad.r. dei olden¿l¡tenlo jundtio dc.a Comunrdad q¡<lln¿.'

En el caso de Venczuela la consulta seía facultativa, en )os procesos
en los que 1a decisión respectiva sea susccptible de ser revisacJa por
una instancia superio¡ en lo atinente a la apljcación de la nonna
comunitaria andina, es decrr. que la instancia siguicnte. tenga
compctencia para revisarellállo en ese aspecio. En consecuencra,1a
consulta siempre resulta¡ia obligatoriapam los casos en los que la
declsión dclproceso intemo en elquc sea aplicable ose cont¡oviertan
las non'nas andinas no sea revisable y en caso de no solicitarse la
Interpretación Pre.judicial ante el Trjbunal Andino. estaria latenre l:r
posibilidad deque eJcrciera acción de incumplimrento por palte de la
Secretaria General, un País Miembro o las pcrsonas naru-ales ojurídicas
que se slentan at'ectadas en sus intereses.

CONCLUSIÓN

En ¡azón a Ia¡elativa novedad delDcrecho de propicdad Intelectual.
es indispen,ahle que en los c¿.o: en que lo. Jucce. ractondles de Io,
Países Mienlbros conozcan deunproceso en elque seaaplicable o se
controvicfia alguna de las nomtas del ordenamiento juridico de la
Comunidad A¡di¡a. acudan ante el órgano Jurisdiccional Sripranacional
a formular la consulta de I¡teryretacrón prejudicial.

A r.l¿ Scc er- b L( errlJ- . ( om'r- l-d A.dr r etuobre- Jc d ReD-:b -1.]¿tfru" t", p,c{ o.a n.,d(.,, 1,.o,," t¿ R!.o,,. ¡ü -,. -.. tueJ.¡;;;" . ;,;"-;
-plrc' "Áu-. l( -. rnd me1,.or.J..poret dpo.cmJ,,rcLt..tcr&(j"mhte
rnre,r I ¿\ rr'c . pJ d J¿r -'r- . ic o.tu.,"o..(ocnétdrcuo,,ooc l ¿r"dode,¡e.dúd-r I I'rn_l..on rar. o q cd,b. -. .tr. Lrnrd I t,,rflu.r..ontre LJrcr.I

8e o ..DnI 0 CJ.fl¿.t1. . Jc.\...ro,.dc( r.J_cn"\, _¿d"rar.,odrro J"
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Larevisión de la Jwisprudencia delTribunalAndino, hace aún más
evidente la importanciade la Interpretación Prejudicial Andina en el
proceso de aplicación üniforme del Derecho Comunitario, e igualrnente,
que especialmente en materia de causales denegatorias de Marcas,
ademfo de compilarse dochina andina y forane4 el Tribunal desarrolla
doctrina propia de importa¡cia. En tal sentido, debe propicia¡se tanto
la formulación de la consulta de Interprctación P¡ejudicial por pa¡te de
losjueces nacio¡ales de los Países Miembros, como lautilización de
las intc¡pretaciones prejudiciales del Tribunal de Justicia de la
Comunidad Andina de pafe de los funcionarios ca¡entes del ca¡ácter
de órgano jurisdiccional, cuando sea pertinente.

Se estima conveniente hacer notar que la co¡tribucjón en la
unificació¡ de la interpretación del Derecho Comunitario, no sólo debe
entcnderse limitada a Iosjueces nacionales de los países Miembros.
Nada impide que los organismos nacionales administrativos encargados
de laprotección de los bienes de laPropiedad Industrial, a través sus
f,r¡cionanos, pa¡ticipen del proceso de unificación de la interpretación
haciendo uso de la Jurisprudencia Andinaen lamate¡ia, alpunto de
que ello se convierta en una tendenciageneralizada enriquecedora.

Laparticipaciónde los Paises Miemb¡os en elproceso de aplicación
uniforme del De¡echo Comunitario Andino, esto es, acudiendo
directamente ante al Tribunal Andino - jueces nacionales - o
indirectamente- funciona¡ios nacionales en instancia adminisnativa -
puede contribuir notablemente a que en éstos se desaÍollen decantadas
lineasjurisp¡udenciales en la materia de la Propiedad I¡telectual, tal y
como ha ocurido en ofas áreas delDerecho, pudiendo geneÉrse una
jurisprudencia nacional esencialmente basada en la comunitaria.
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